
 

  
    [image: Cubierta]
  


  


  JUAN CARLOS TORRE


  EL GIGANTE INVERTEBRADO

Los sindicatos en el gobierno
Argentina 1973-1976

  
    [image: Edhasa]
  



   


  En 1973, Juan Domingo Perón regresó al país después de 18 años de exilio y de proscripción del peronismo. Al frente de una vasta coalición social y política, en septiembre de ese año ganó las elecciones presidenciales. Tenía por delante una tarea titánica: levantar un orden político capaz de poner bajo control las expectativas y pasiones desatadas por casi dos décadas de frustración y discordia. Para ello, cuando organizó el gobierno, propuso un acuerdo político entre los dos grandes partidos representados en el congreso -peronistas y radicales y un pacto social entre los empresarios y los sindicatos. Un programa de concertación.


  Pero si este Perón que los argentinos acogían después de tan larga ausencia parecía poder renunciar desde el poder a las políticas desestabilizadoras que había alentado desde el exilio, ¿podía, acaso, esperarse la misma ductilidad de parte de sus apoyos sociales y políticos? ¿Cómo imponer la necesidad de la reconciliación a quienes las reiteradas proscripciones habían formado en la conciencia aguda de las diferencias políticas? ¿Cómo convencer que era preciso compatibilizar las demandas laborales con la salud de la economía a quienes habían visto retroceder monótonamente su participación en la distribución del ingreso? Finalmente, ¿cómo obtener paz de aquellos cuya violencia había sido previamente exaltada? En la que sería su última incursión en la historia argentina los talentos políticos de Perón probaron ser, en definitiva, impotentes para detener la marcha de un país que se deslizaba vertiginosamente a la explosión de las tensiones sociales y políticas acumuladas.


  En este libro, un clásico de la historiografía política argentina, Juan Carlos Torre se ocupa del papel jugado por los sindicatos en esa trágica y, al final, breve experiencia de gobierno. A través de un análisis objetivo y documentado recorre los avatares de sus relaciones con Perón, la firma del Pacto Social, la dinámica de los conflictos laborales y de las rebeliones antiburocráticas, la supresión de la oposición sindical hasta el enfrentamiento con los sucesores de Perón.
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    Prólogo


    Este libro se ocupa de un período histórico –el retorno del peronismo al poder en 1973– y está centrado en la gravitación de los sindicatos en esa turbulenta y, al final, breve experiencia de gobierno. Escrito entre 1978 y 1979 y publicado en 1983, el libro se reimprimió en 2004 con un nuevo título, manteniendo el núcleo de la versión histórica original, pero revisando los argumentos expuestos en el prólogo sobre las fuentes del poder sindical en Argentina. En esta nueva edición de 2023 retomamos y ampliamos esa revisión con un propósito: poner en su contexto específico las consideraciones que hiciéramos en nuestra primera exploración sobre la influencia del movimiento obrero organizado.


    Los historiadores del presente practicamos un arte difícil ya que carecemos de la distancia adecuada para estimar la consistencia real de los fenómenos sociales y políticos que tienen lugar delante de nosotros. En ausencia de ese punto de vista, la fuerza con que los acontecimientos entran en nuestra percepción nos lleva con frecuencia a hacer afirmaciones y formular juicios que, con el paso del tiempo, muestran sus limitaciones, cuando no su error. Este fue el caso de lo que sostuvimos a propósito de los factores que explican el poder de los sindicatos en el país. Dichos factores resultaron ser, en definitiva, menos determinantes y más contingentes de lo que supusimos; sobre todo, al ser vistos desde el nuevo escenario histórico creado a partir de los años 1980 y 1990 por el impacto de dos importantes transformaciones: los efectos de la democratización política del país y la implementación de reformas de mercado.


    A fin de ilustrar las consecuencias de este cambio de perspectiva presentaremos a continuación nuestro argumento de la versión original, para luego comentarlo y revisarlo a la luz de las evidencias más recientes.


    1. A propósito de las fuentes del poder sindical.


    El movimiento sindical en Argentina emergió de los cambios sociales y políticos operados durante los años peronistas, 1946-1955, convertido en un actor principal de la vida del país. Si el derrocamiento del régimen político bajo el que había expandido y consolidado sus posiciones en el mercado de trabajo y el sistema político hizo surgir dudas sobre cuál sería su lugar en la nueva etapa que se abría, éstas se disiparon bien pronto. A partir de 1955, su gravitación social y política se mantendría, proyectando sus consecuencias tanto sobre las modalidades que tomaría el desarrollo económico como sobre los conflictos planteados alrededor del control del Estado.


    Esa gravitación no fue, debe aclararse, un fenómeno constante; el lugar ocupado por el sindicalismo se amplió y comprimió repetidas veces, como cabría esperar que ocurriese en un país caracterizado por un desenvolvimiento errático, marcado por la sucesión de gobiernos de los signos políticos más diversos y los altibajos de un ciclo económico en el que se alternaron fugaces momentos de euforia con otros de depresión o incertidumbre. En un contexto semejante, en el que las líneas de tendencia se quiebran con tanta frecuencia, subrayar la gravitación del sindicalismo pareciera violentar la trama siempre cambiante de la realidad social y política nacional. Sin embargo, si se abandona el fluido marco de referencia que se desprende de la trayectoria del país y con una perspectiva comparativa se dirige la atención a la experiencia de América Latina, se advertirá que el papel de los sindicatos merece ser destacado. En Argentina ha sido más sobresaliente que en la mayoría de los países de la región.


    Para situar el análisis del poder sindical creemos preciso introducir algunas consideraciones previas sobre el perfil social y político de la clase trabajadora. Avancemos de entrada nuestra conclusión: la clase trabajadora argentina es una clase trabajadora madura. ¿En qué sentido hablamos de madurez en este respecto? Siguiendo al sociólogo inglés John Goldthorpe, definimos la madurez de la clase trabajadora sobre dos dimensiones centrales, la primera sociocultural y la segunda política.1


    Desde un punto de vista sociocultural, hacemos referencia, por un lado, a la formación de una masa de trabajadores asalariados que mayoritariamente están desvinculados de la economía y la sociedad agrarias y residen en los grandes centros urbanos. La urbanización temprana de la Argentina y las sucesivas olas de migraciones internas entre los años 1930 y 1960 son fenómenos conocidos sobre los que no vale la pena insistir aquí. Sí es interesante, en cambio, evocar el contraste de nuestro país con el Brasil, por ejemplo. El crecimiento industrial de Brasil intensificado entre fines de los sesenta y comienzos de los setenta –el período cubierto por el llamado “milagro económico”– movilizó a considerables contingentes de trabajadores rurales hacia los centros industriales de la región Centro-Sur, sobre todo, San Pablo. Ello produjo un cambio en gran escala en la composición de la clase obrera y pronto emergió un sindicalismo pujante, cuyo rostro más conocido habría de ser el de Lula da Silva. Para encontrar algo de una magnitud comparable en Argentina es necesario retroceder a la década del cuarenta, cuando aproximadamente el cincuenta por ciento de los trabajadores urbanos eran recién llegados a la ciudad. Desde entonces, lo que ha caracterizado al país es la tendencia al agotamiento de las reservas de mano de obra rural.2


    Por otro lado, y retomando esta última observación, digamos que esa tendencia al agotamiento de las reservas de mano de obra rural ha conducido, con el tiempo, a que haya disminuido sustancialmente la proporción de los trabajadores urbanos con origen en contextos socioculturales semi tradicionales. Así, en una encuesta realizada en 1966 se encontró, comparando dos muestras de trabajadores industriales en Colombia y Argentina, que el 53% de los obreros colombianos tenían padres que habían trabajado en la agricultura, mientras que ese era el caso sólo para el 25% de los obreros argentinos entrevistados.3


    Resumiendo, tenemos que, una clase trabajadora madura tal como se ha ido formando en Argentina, es una clase trabajadora cuyos miembros poseen un alto grado de homogeneidad en su origen sociocultural y sus experiencias de vida. Se trata de trabajadores que son, por lo menos, segunda generación urbana, esto es, que han superado el período de adaptación a la ciudad y han crecido en un ambiente en el que las pautas tradicionales de autoridad se han debilitado. Además, son, por lo general, segunda generación obrera, es decir, que han pasado la mayor parte de sus vidas en el ámbito de familias y culturas obreras, que han servido para reforzar la integración subjetiva a su condición de clase.


    Así como es posible pensar en una clase obrera madura en un sentido socioeconómico, también se puede hablar de una madurez política, de acuerdo con Goldthorpe. Descartando nociones que han asociado la madurez política obrera con la conciencia revolucionaria o con la integración moral al orden industrial capitalista, el aspecto que el sociólogo inglés destaca es otro, a saber, que los trabajadores hayan logrado un alto grado de incorporación política. Nos referimos aquí al amplio acceso de los diversos sectores de la clase trabajadora a los derechos civiles, políticos y sociales que califican el estatus de miembro pleno de una comunidad política. La década del primer gobierno peronista puede ser considerada como el período en que culminó la institucionalización del mundo del trabajo en el país.


    Es verdad que, en años posteriores, el ejercicio de los derechos que configuraban la ciudadanía para los trabajadores fue discontinuo. Y ello podría poner en duda la incorporación a la comunidad política a que hicimos referencia. Pero es preciso subrayar que las limitaciones puestas a la participación electoral y al derecho a asociarse y negociar salarios se aplicaron a un actor social ya previamente reconocido; fue por lo tanto la suspensión de derechos hasta entonces disfrutados. En esas circunstancias, la condición de los trabajadores fue muy distinta a la relativa marginalidad sociopolítica que caracterizaba su estatus público en los años anteriores, esto es, tenían a sus espaldas un marco de derechos en su favor y una experiencia real de incorporación y eso hizo toda una diferencia. Para estas clases trabajadoras la existencia del sindicalismo es una conquista irreversible y la acción sindical es el medio normal mediante el que se defienden las condiciones de vida y trabajo. Lo mismo no podría sostenerse con relación a los ciudadanos de segunda clase, como son las poblaciones de sumergidos sociales que se hacinan en la periferia de grandes ciudades de América Latina.


    En un país como el nuestro, con una clase trabajadora madura, tanto en una dimensión sociocultural como en una política, es esperable que el sindicalismo se constituya en un hecho central de la vida social y política. Dos son los factores que se han combinado para potenciar el poder del sindicalismo argentino: a) un mercado de trabajo relativamente equilibrado y b) la cohesión política de la clase trabajadora


    1.1 Mercado de trabajo relativamente equilibrado.


    Argentina se aparta notablemente del cuadro típico de los países latinoamericanos, caracterizados por fuertes presiones demográficas y abundancia de mano de obra. La escasez relativa de trabajadores ha acompañado históricamente el desarrollo económico del país, al punto que éste se ha comportado, con regularidad, como importador de recursos humanos. Lo hizo a fines del siglo pasado, al atraer a los grandes contingentes de inmigrantes europeos que se sumaron a la formidable expansión económica que precedió a la Primera Guerra Mundial. Y, en tiempos más recientes, es conocida la aceleración experimentada por la entrada de inmigrantes de los países limítrofes a partir de la década del cincuenta. Por otro lado, las reservas de mano de obra rural han estado limitadas por la inexistencia de una masa de campesinos pobres de magnitudes similares a las que encierra el sector agrario de otros países del continente. En un país con una población que crece lentamente, con niveles de subempleo y desempleo bajos en términos comparativos,4 la situación del mercado de trabajo tiende a ser más equilibrada, es decir, que existe una discrepancia menor entre la oferta y la demanda de trabajo, y ello repercute favorablemente sobre la acción sindical y los salarios. Para decirlo de otro modo, la ausencia de un amplio ejército industrial de reserva ha contribuido a que los salarios se sitúen a niveles más altos con referencia a América Latina y a que los sindicatos dispongan de una gran capacidad de recuperación en las luchas económicas.5


    1.2. Cohesión política de la clase obrera


    Para un sindicalismo que ha debido actuar, a la vez, en el terreno económico y la escena política, la posibilidad de contar con bases políticamente unificadas ha sido de un valor inestimable. Desde que fuera computada por primera vez, para las elecciones de 1946, la correlación entre el voto de los trabajadores urbanos y el voto peronista, la consistencia del electorado obrero ha venido ratificándose una y otra vez.6 Este hecho, sumado a la relativa dispersión de las preferencias políticas de los otros estratos sociales, ha depositado en los sindicatos una formidable arma de presión política que, repetidamente, han movilizado en las huelgas generales y las campañas electorales. En el sindicalismo argentino no existe la cesura que divide a socialistas y comunistas en Francia y a demócratas cristianos y comunistas en Italia; su perfil político se parece más a la maciza cohesión ideológica de los sindicatos socialdemócratas de Inglaterra, Suecia, Alemania y no tiene paralelos en los demás países de América Latina. Si bien es en las relaciones con otras fuerzas sociales y políticas donde ha sido más manifiesta la importancia crítica de la unidad política de la clase obrera, ésta ha gravitado también sobre la dinámica interna del sindicalismo mismo. Por un lado, ha limitado el alcance de las divergencias que se suscitan entre los cuadros dirigentes, impidiendo que se cristalicen en nucleamientos permanentes y antagónicos. Por otro, ha galvanizado la adhesión de las bases obreras a sus organizaciones en los períodos de reflujo sindical, al reactivar lealtades políticas que contribuyen a compensar la falta de éxitos económicos.


    Todo ello ha facilitado la recomposición del poder sindical en coyunturas favorables y asegurado su intervención continuada en la escena política. Adicionalmente, las reiteradas proscripciones políticas recaídas sobre el peronismo llevaron a los sindicatos a desempeñar, junto a su función propia de la defensa profesional de los trabajadores, la función sui generis de representarlos también en sus lealtades políticas mayoritarias. Congruentemente, se ha podido afirmar que la identidad peronista de la clase trabajadora argentina está de hecho encarnada, sobre todo, por los sindicatos.


    Hemos llamado a estos dos factores los determinantes estructurales del poder sindical porque constituyen datos relativamente fijos de la estructura socioeconómica y política de la Argentina actual. La existencia de un mercado de trabajo equilibrado y la cohesión política de la clase obrera son parámetros dentro de los que se desenvuelven los conflictos en torno de la distribución del ingreso y la participación política. Mientras permanezcan como tales parece que habrá de reproducirse la tendencia a la formación de un poder sindical fuerte.


    2. Cambios en las fuentes de poder del sindicalismo argentino


    En líneas generales, hasta aquí este fue el argumento que propusimos inicialmente para dar cuenta del poder de presión sindical en Argentina. El final del párrafo anterior ya se alertaba sobre posibles cambios en el futuro ¿Qué decir al respecto con la perspectiva que hemos ganado a partir de las transformaciones operadas en la economía y la política a partir de los años 1980 en adelante? En primer lugar, digamos que esas transformaciones han tenido la virtud de hacer visibles dimensiones del contexto dentro del que se desenvolvían los sindicatos que, en cierto modo, estaban en las sombras en nuestro planteo original. En rigor, los factores que identificamos como determinantes del poder sindical eran eficaces en el marco definido por una determinada modalidad de desarrollo económico, así como por un estado del sistema político. Es decir, la gravitación tradicional del movimiento obrero organizado dependió de que, por un lado, prevaleciera una economía altamente protegida y con fuerte presencia estatal y, por el otro lado, estuvieran vigentes las restricciones a la plena legalidad política del peronismo. Como anticipamos antes, el nuevo escenario histórico gestado en los años ochenta y noventa por la democratización del sistema político y las reformas de mercado modificó sustantivamente esas condiciones dando lugar a procesos que, en los hechos, neutralizaron la eficacia de los factores mencionados y provocaron un debilitamiento relativo del poder sindical. Veamos, pues, ahora esas transformaciones y sus efectos, comenzando por las que alteraron el contexto político dentro del que se desplegaba la acción sindical.


    Para ello evoquemos brevemente la trayectoria del sindicalismo como actor político independiente luego del derrocamiento del régimen peronista en 1955. Transcurridos apenas dos años y movilizando la identidad política de sus bases, los dirigentes obreros peronistas se convirtieron entonces en la corriente mayoritaria del movimiento obrero. Reunidos en torno de las 62 organizaciones, los sindicatos se volvieron sinónimo de peronismo puesto que eran las únicas fuerzas en condiciones de mantener vivo y activo al movimiento en el marco adverso de la proscripción política. Fue así que, a medida que se levantaron, siempre de modo parcial, las restricciones políticas impuestas a los partidarios de Perón y se autorizó, bajo diversos rótulos partidarios, su participación en elecciones legislativas y provinciales, los sindicatos proveyeron los medios para aprovechar las oportunidades que se abrían. Con el paso del tiempo, el sindicalismo se volvió “la columna vertebral del peronismo”: las arcas sindicales aportaban los fondos para las campañas electorales, las listas de candidatos se armaban en las sedes gremiales, las redes de militantes obreros movilizaban a los votantes y los contactos de los dirigentes de las 62 organizaciones con la Iglesia, los mandos militares; las corporaciones económicas garantizaban el sustento político a un movimiento que no gozaba de los beneficios plenos de la legalidad política.


    Esa incidencia del sindicalismo dentro del peronismo se hizo visible nuevamente una vez terminado el interregno autoritario que siguió a su fugaz y traumática gestión del gobierno entre 1973 y 1976. Con el retorno de la democracia al país, el partido enfrentó el proceso electoral de 1983 con la misma distribución del poder interno existente en 1976. Entonces, el control sobre la organización estaba en manos del sindicalismo, con la designación del jefe de las 62 organizaciones, el dirigente metalúrgico Lorenzo Miguel, en el cargo clave de la vicepresidencia del Partido Justicialista. Esta habría de ser, sin embargo, la última expresión de la gravitación sindical. La derrota en los comicios de 1983, al quebrar el predominio electoral histórico del peronismo, originó una serie de grandes cambios al cabo de los cuales surgió un partido estructurado sobre nuevas bases.


    Entre 1984 y 1987 sectores importantes del peronismo buscaron rescatarlo de la derrota. Si bien había perdido las elecciones presidenciales, el justicialismo obtuvo en 1983 una importante representación legislativa y el control de más de la mitad de las gobernaciones de provincia. Estos triunfos regionales pusieron de manifiesto la existencia de una sólida implantación territorial y les dieron a sus titulares las credenciales suficientes para impulsar la reorganización del partido. Nucleados en la corriente de la Renovación peronista, un grupo de gobernadores y legisladores se propuso desplazar a los sectores más tradicionales y asociados al poder sindical. La cruzada de los renovadores culminó exitosamente en 1987, cuando luego de ganar la conducción del partido introdujeron cambios significativos en su carta orgánica. La principal de ellas fue colocar en manos de los afiliados la decisión de elegir en forma directa a los candidatos a los cargos electivos y las autoridades del partido. Esta innovación comportó un fuerte revés a la tradición movimientista del peronismo, en la cual las distintas fuerzas que lo componían debían tener una participación equilibrada y diferenciada en las grandes decisiones de la organización partidaria7.


    En verdad, esa tradición movimientista había servido para legitimar la influencia del sindicalismo, que estaba de lejos siempre más organizado que las otras dos fuerzas reconocidas, el sector político y el sector femenino. Al conferir el poder de nominación a los afiliados y sujetarlo a la regla de la mayoría, los promotores del cambio procuraron crear un partido que respondiera a una organización de base territorial antes que a una estructura corporativa. Bajo el impacto de la democratización interna, el proceso decisorio se desplazó de arriba hacia abajo. En adelante, quienes aspiraran a ocupar cargos en el partido o el gobierno debían lograr el respaldo de aquellos que estaban en condiciones de movilizar a los afiliados distribuidos en el territorio. Hacia 1987 los que podían hacerlo no eran ya sólo los dirigentes sindicales.


    En efecto, los políticos electos por el justicialismo –los gobernadores de provincia, los intendentes de los grandes centros urbanos– contaban ahora con un recurso estratégico, el acceso a los fondos de origen público. Con las fuentes del patronazgo estatal a su alcance comenzaron a independizarse del aporte financiero de los sindicatos y a construir sus propias redes clientelares de apoyo8. En tales circunstancias, lograron desafiar el antiguo predominio de las 62 organizaciones y progresivamente el partido dejó de ser la correa de transmisión de los intereses sindicales. En el marco de la vigencia de la democracia electoral la cohesión de la clase obrera peronista ya no sirvió, como en el pasado, de plataforma para la influencia sindical sino que jugó a favor del reforzamiento de los dirigentes y cuadros políticos dentro de la organización partidaria.


    Prosiguiendo con el perfil del nuevo escenario histórico de la acción sindical consideremos las mutaciones operadas en el contexto económico. Aquí el motor del cambio lo proveyeron los efectos de la crisis de la deuda externa experimentada por América Latina a principios de los ochenta. Dichos efectos implicaron, por un lado, un severo golpe a la viabilidad del esquema de desarrollo orientado hacia adentro y promovido desde el Estado y, por el otro, una situación de penuria financiera que acentuó la dependencia respecto de los organismos internacionales de crédito. A partir de entonces una ola de reformas de cuño neoliberal comenzó a abrirse paso en la agenda de los gobiernos de la región de la mano de las condicionalidades asociadas a los préstamos del FMI y el Banco Mundial. Dos fueron las consignas que condensaron el signo de los nuevos tiempos: la reducción del papel del Estado en la economía y el desmantelamiento de las barreras proteccionistas que ponían a las empresas locales al abrigo de la competencia internacional.


    En el país, el fracaso del primer gobierno de la transición democrática en sus esfuerzos por controlar la emergencia económica y, finalmente, el estallido de la hiperinflación en 1989, despejaron la vía a las reformas de mercado. En la crítica coyuntura de 1989 la redistribución del poder producido dentro del justicialismo mostró todas sus consecuencias ya que fue el líder político del partido, Carlos Menem, quien lanzó desde la presidencia las reformas que alteraron las condiciones dentro de las que se desenvolvía la acción sindical. El primer impacto fue visible en el cambio de la dinámica del mercado de trabajo. Esa era, ya lo sabemos, una dinámica tendencialmente favorable a la oferta debido a la ausencia de fuertes presiones demográficas y de su corolario, el flujo de una masa de campesinos pobres y trabajadores rurales en busca de empleo en las ciudades. El origen del cambio no estuvo ciertamente en los efectos de un inesperado baby-boom que hubiese colocado en el mercado de trabajo una sobreoferta de mano de obra. El stock de la población activa continuó siendo el mismo, sólo que ahora y por obra de las reformas de mercado fue la demanda de trabajo la que se contrajo abruptamente.


    Así, por ejemplo, la privatización de las empresas públicas provocó una sustancial reducción de sus abultados planteles de trabajadores. A su vez, la apertura comercial se tradujo en el cierre de un gran número de empresas en dificultades ante la competencia externa; aquellas que consiguieron sobrellevar ese desafío debieron, no obstante, embarcarse en un acelerado proceso de racionalización que resultó en un uso menos intensivo de la fuerza de trabajo. La reestructuración del tejido productivo inducida por las reformas de mercado trajo, pues, consigo la destrucción en gran escala de puestos de trabajo y éstos no fueron compensados por las ocupaciones creadas con la reanudación del crecimiento después de 1991. La tasa de desempleo, históricamente del orden del 5/6 %, se multiplicó por tres. Este impacto negativo estuvo además agravado por las secuelas de las posteriores coyunturas recesivas que conoció la economía nacional. En forma progresiva, el mercado de trabajo relativamente equilibrado se convirtió en una institución del pasado.


     


     


    En este nuevo escenario, el universo cubierto por el trabajo formal, provisto de garantías contractuales y de seguridad social se encogió fuertemente: vastos sectores del trabajo quedaron fuera de él y confinados a niveles de privación material y social desconocidos en el país. Creció así un sector informal de considerables dimensiones, donde buscaron refugio los expulsados del sector formal y los miembros de las familias que buscaban trabajo, cualquier trabajo, para paliar la pérdida de salario y empleo de los jefes del hogar.


    En estas condiciones, quedó al descubierto la pérdida de la consistencia interna del mundo del trabajo. Sin duda, en el pasado dentro de ese mundo fueron visibles contrastes, pero estos no tenían un carácter permanente ni definían taxativamente los planes de vida individuales. Ahora, en cambio, los contrastes que están a la vista son más rígidos y forman brechas que son más difíciles de franquear.


    De allí que en los últimos tiempos el paisaje laboral haya terminado dividido en dos. En el segmento de los sectores más vulnerables surgió y echó raíces el movimiento piquetero, con sus tácticas disruptivas para reclamar auxilio y asistencia por los poderes públicos. A su vez, en el ámbito de los trabajadores formales los sindicatos, esgrimiendo su tradicional recurso a la huelga, se mantienen en un estado de alerta permanente, siguiendo de cerca la evolución de los salarios en medio del vértigo de una economía inflacionaria. Entre una y otra movilización las relaciones han sido, en general, escasas.


    Sintetizando lo destacado hasta aquí tenemos que los procesos generados por la democratización del sistema político y por las reformas de mercado a lo largo de los años ochenta y noventa modificaron las condiciones dentro de las que actuaban las organizaciones sindicales. Este nuevo contexto histórico las ha forzado a retroceder a una posición defensiva y a concentrar sus energías en salvaguardar sus prerrogativas corporativas, como son el control de los recursos económicos de las obras sociales y su predominio institucional en las negociaciones colectivas. Al margen de los resultados obtenidos en ese empeño, se trata por cierto de una estrategia poco congruente con la imagen de un poder sindical fuerte como la que prevaleció por tantos años en la visión de la política argentina.


    La crónica histórica de este libro fue escrita cuando dicha imagen conservaba todavía su fuerza persuasiva en la opinión pública. Ocurre, sin embargo, que al observarla más de cerca, como lo haremos en las páginas que siguen, tampoco reflejaba cabalmente la situación del sindicalismo en las vísperas del retorno del peronismo al poder en 1973. En momentos en que el país se deslizaba a la explosión de las tensiones políticas y económicas acumuladas tras décadas de frustración y discordia, el movimiento obrero acudía a la cita desgarrado también él por profundos conflictos. Su perfil tenía, más bien, los rasgos de un gigante invertebrado.


    Este texto sobre la política de los sindicatos durante la experiencia de gobierno del peronismo entre 1973 y 1976 fue escrito durante mi estadía como investigador visitante en el Institute of Latin American Studies de la Universidad de Londres y el Latin American Centre de la Universidad de Oxford en 1978 y 1979. Quiero dejar constancia de mi agradecimiento a las autoridades de dichas instituciones por la hospitalidad recibida, así como por la atmósfera intelectual en cuyo marco pude llevar a cabo este trabajo. Además, agradezco a Elizabeth Jelin que, con su investigación sobre los conflictos laborales entre 1973 y 1976, abrió el camino para el estudio de este período de la historia sindical. Los materiales documentales y estadísticos que generosamente puso a mi disposición mientras me encontraba residiendo en el exterior y las conversaciones sostenidas fueron muy valiosos recursos para concretar este trabajo. Como el presente texto se publica de acuerdo a la versión original no contempla, por lo tanto, la literatura producida después de l980.
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Introducción 
 
 La trayectoria del sindicalismo peronista a partir de 1955


    Los diez años del régimen peronista llegaron a su fin en septiembre de 1955 por obra de un golpe militar que provocó el desplazamiento y el posterior exilio de Perón. Si hubo un proyecto ideal que unificó la convulsionada historia del país a partir de entonces, este fue el de disminuir la gravitación alcanzada por los trabajadores organizados a los efectos de a) revertir la distribución del ingreso para reconstruir los beneficios de las empresas y alentar nuevas inversiones; b) acrecentar la libre disponibilidad de la fuerza de trabajo para ponerla al servicio de la racionalización de la estructura productiva, y c) crear un orden político menos dependiente del sostén activo de los trabajadores. Estos objetivos fueron más fáciles de concebir que de llevar a la práctica de manera perdurable. El régimen peronista había ciertamente modificado con sus políticas el orden institucional más jerárquico y excluyente que lo precediera. Pero este también fue erosionado de manera progresiva por los efectos del crecimiento industrial y la ampliación del mercado interno, por el impacto de la extendida experiencia de democratización social. Que el mundo político y social surgido a partir de estos desarrollos había echado firmes raíces fue un descubrimiento que bien pronto habría de imponerse a quienes buscaban cancelar sus consecuencias institucionales.


    Además, la coalición conformada por los propietarios rurales, los sectores del empresariado industrial y las clases medias, que apoyó a los militares golpistas de 1955, mostró asimismo una debilidad creciente para encarar la refundación económica y política del país. Más allá de la voluntad común por redefinir las relaciones de fuerza en la política y la economía en perjuicio de las bases sociales del peronismo, muy poco era lo que acercaba entre sí a los miembros de dicha coalición. Una política regresiva de ingresos despertaba los justificados temores de las clases medias asalariadas; la racionalización de una economía desarrollada con el auxilio de los subsidios estatales y las altas barreras proteccionistas era vista desde ángulos diferentes por los propietarios rurales, el amplio estrato de los empresarios medianos y pequeños y los grandes capitales nacionales y extranjeros; finalmente, la creación de un nuevo orden político estimulaba las ambiciones rivales de los partidos que se disputaban la herencia del régimen militar. Esta diversidad de miras no solo imprimió un curso vacilante a la gestión de los flamantes ocupantes del poder; ella se instaló también como un horizonte casi permanente sobre los sucesivos gobiernos, limitando su capacidad para adoptar políticas que fueran aceptables al heterogéneo espectro de grupos de presión que ocupó el lugar ausente de un liderazgo político nacional.


    La trayectoria del movimiento sindical habría de ser solidaria con la de las fuerzas sociales y políticas a las que se confrontaría. Seriamente disminuido, en un comienzo el sindicalismo peronista fue explotando de forma paulatina las disidencias de sus adversarios y logró neutralizar los efectos de la fuerte polarización política que siguió al derrocamiento de Perón. Con el tiempo, llegó a ser un componente más del sistema político pospopulista. Mas el lugar que de ese modo alcanzó hizo que sobre él recayeran por igual las consecuencias de la progresiva pérdida de legitimidad que fue ganando a una comunidad política impotente para generar decisiones e imponerlas duraderamente. Así, desde una primera fase en la cual los dirigentes sindicales y las bases obreras convergieron en la resistencia a la ofensiva antilaboral de los años 1956-1959, se arribó a otra, en particular a partir de 1969, que estuvo marcada por la proliferación de rebeliones intrasindicales. La culminación de esta trayectoria, con el retorno del peronismo al poder en 1973, cerró todo un ciclo a lo largo del cual el sindicalismo fue definiendo su perfil propio en las relaciones con Perón, sus propias bases y la constelación de fuerzas sociales y políticas del país.


    1. La reconstitución del sindicalismo peronista


    La reconstitución del sindicalismo peronista comenzó en 1957, cuando la administración militar convocó a elecciones en los gremios intervenidos en 1955. Antes del llamado electoral, un decreto oficial inhabilitó para el desempeño de cargos sindicales a los militantes y dirigentes que hubiesen ocupado esas posiciones bajo el derrocado régimen peronista. La opuesta reacción frente a la convocatoria electoral fue la ocasión para el estallido de un premonitorio conflicto entre Perón y una nueva generación de dirigentes sindicales. El caudillo exilado ordenó el boicot a las elecciones y el acatamiento, como autoridades legales, a las anteriores a 1955, reunidas en una central obrera clandestina. Desoyendo esas directivas, los cuadros de segunda línea formados antes de 1955 y otros más nuevos surgidos de las primeras huelgas organizadas en 1956 se presentaron a las elecciones y ganaron el control de un número importante de sindicatos industriales.


    Una vez electos, les fue fácil hacerse perdonar esa indisciplina inicial: Perón necesitaba demasiado de esas estructuras sindicales para mantener vivo su movimiento proscripto. Por su parte, los nuevos líderes obreros no podían ignorar que su flamante poder debía mucho a la común identificación con el caudillo exilado que los unía a sus bases. El ostracismo político en el que se encontraban los sectores del trabajo y la súbita debilidad de un sindicalismo otrora poderoso tendieron a reforzar entonces el primado de los vínculos de pertenencia políticos. En este marco, el nuevo liderazgo sindical se presentó a las elecciones levantando por toda plataforma su condición de militantes peronistas. De esta experiencia emergió un sindicalismo, por un lado, respetuoso de su debida lealtad al jefe político y, por el otro, galvanizado, por una representatividad superior a la que exhibiera al final de la década peronista.


    Estos avances del sindicalismo peronista eran todavía limitados frente a la magnitud del retroceso experimentado. La coalición cívico-militar en el poder había asignado la misión de la regeneración democrática de Argentina. Su convicción era que durante los diez años pasados el país había experimentado una pesadilla totalitaria. En consecuencia, se trataba, pues, de convencer a las masas obreras de que habían sido engañadas por la demagogia de Perón y que debían abandonar sus lealtades para sumarse individualmente a la familia de los partidos democráticos. Para forzar la desperonización, que era el paso obligado para promover luego el retorno al poder civil, el gobierno recurrió a contundentes métodos: puso en prisión o forzó al exilio a dirigentes y militantes del peronismo, disolvió el partido e inhabilitó para actuar en política a sus cuadros y penalizó el uso de símbolos partidarios y hasta la propia mención del nombre de Perón. En el terreno sindical, a las medidas represivas se sumaron otras que apuntaron a la reforma de las instituciones del sistema de relaciones laborales.


    El núcleo de la estructura sindical corporativista establecida por Perón fue la materia del decreto 9270 de 1956. Dicho decreto suprimió la figura de la personería gremial por medio de la cual las autoridades conferían a los sindicatos el derecho a representar a los trabajadores en las negociaciones colectivas. En el nuevo marco, la simple inscripción en un registro especial permitía a las organizaciones gremiales el ejercicio de ese derecho de representación. El decreto 9270 equiparaba la estructura sindical argentina a la prevaleciente en países de tradición liberal democrática y traía aparejadas dos importantes consecuencias. La primera limitaba las facultades de injerencia estatal sobre la vida interna de los sindicatos, ya que la eliminación del monopolio legal de la representación los devolvía a la condición de entidades civiles privadas. La segunda abría la posibilidad de que existiera más de un sindicato por sector de actividad, lo cual establecía la libertad de afiliación individual. En teoría, esto no excluía que un sindicato llegara a ocupar la representación de los trabajadores en exclusividad. Pero, ahora, a esa posición debía accederse por medio de recursos políticos propios –como la oferta de un mejor liderazgo y mayores servicios frente a rivales potenciales–, y ya no a través de un monopolio otorgado por el Estado.


    En el campo de las condiciones de trabajo, el decreto 2739 de 1956 fue una de las primeras y cruciales piezas de la reforma laboral. En su artículo 8°, autorizaba la movilidad obrera que requiriese la reorientación de la producción, la implementación de esquemas de incentivación salarial, la facultad de las empresas a establecer acuerdos individuales de productividad con su personal y, por último, la eliminación de “las condiciones, calificaciones y cláusulas que, directa o indirectamente, obren en contra de la necesidad nacional de aumentar la productividad”. Por medio de este decreto, según la declaración explícita de las nuevas autoridades laborales, se pretendía poner en práctica las conclusiones del reciente Congreso Nacional de Productividad que el gobierno de Perón se había limitado a enunciar sin adoptar las medidas apropiadas para hacerlas efectivas.


    Las medidas represivas y las reformas laborales reflejaron el drástico cambio operado en las relaciones de fuerza en el plano político nacional, sirviendo de elocuente contraste con relación al pasado reciente. La nueva legislación sindical orientada en principio a favorecer la autonomía y el pluralismo de las organizaciones gremiales fue percibida por los cuadros obreros peronistas como un intento por debilitar y atomizar al movimiento sindical. Pruebas de ello las tenían en las maniobras de los interventores y asesores nombrados por el gobierno, con frecuencia socialistas y radicales activos antes de 1946, que aprovechaban las nuevas circunstancias para ajustar viejas cuentas. En el ámbito de las empresas, el hostigamiento a los delegados y los abusos cometidos por la gerencia en la utilización de sus ahora recuperadas prerrogativas tampoco dejaron dudas sobre el cambio de época. Si hasta 1955 la incorporación política de la clase obrera organizada había sido continua, ahora entre ella y las instituciones parecía haberse abierto un abismo.


    Esta visión de la coyuntura fue retomada por la dirección política del peronismo para alertar contra toda moderación hacia el régimen militar. La salida que parecía tener por delante el movimiento peronista pasaba por una radicalización de sus luchas e, incluso, de sus propias formulaciones ideológicas, tradicionalmente reformistas, para dar cabida al malestar de una masa que se sentía agredida de manera injusta. La propuesta política que avanzó John W. Cooke, el delegado de Perón en el país durante esos años, vino a corresponder, así, con el dilema que enfrentaba el sindicalismo. En la situación de franca debilidad en la que se encontraba, los fines negociables que podía obtener eran reducidos; para sobrevivir, debía encolumnarse detrás de fines de más largo plazo para recoger de ellos la energía capaz de cohesionar sus filas y articular su oposición frente a los poderes hostiles de una sociedad que no terminaba de reconciliarse con los cambios sociales y políticos operados a partir de 1945.
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